
AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS – ANT
RESOLUCIÓN No. 202631000299906 DEL 2026-05-20

"Por la cual se decide no iniciar el trámite de titulación de la posesión y saneamiento
de la falsa tradición, en el marco del Procedimiento Único regulado por el Decreto Ley 902

de 2017, respecto de predios ubicados en el municipio de Necoclí, departamento de
Antioquia”

EL SUBDIRECTOR DE SEGURIDAD JURÍDICA

En ejercicio de las facultades legales otorgadas por el Decreto Ley 2363 del 7 de diciembre
2015, el Decreto Ley 902 del 29 de mayo de 2017, el artículo 1 de la Resolución
20231030014576 de 17 de febrero 2023, la Resolución 20230010000036 del 12 de abril de
2023, la Resolución 202561000146996 del 03 de febrero de 2025 y la Resolución
202510000154456 del 4 de febrero de 2025.

CONSIDERANDO

1. COMPETENCIA Y FUNDAMENTO JURÍDICO PARA LA FORMALIZACIÓN DE LA
PROPIEDAD PRIVADA Y SEGURIDAD JURÍDICA

Que el artículo 3º del Decreto Ley 2363 del 2015, estableció que: "La Agencia Nacional de
Tierras, como máxima autoridad de las tierras de la Nación, tendrá por objeto ejecutar la
política de ordenamiento social de la propiedad rural formulada por el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural, para lo cual deberá gestionar el acceso a la tierra como factor
productivo, lograr la seguridad jurídica sobre esta, promover su uso en cumplimiento de la
función social de la propiedad y administrar y disponer de los predios rurales de propiedad
de la Nación".

Que el numeral 22 del artículo 4º del Decreto Ley 2363 de 2015, dispuso que es función de
la Agencia Nacional de Tierras: “Gestionar y financiar de forma progresiva la formalización
de tierras de naturaleza privada a los trabajadores agrarios y pobladores rurales de escasos
recursos en los términos señalados en el artículo 103 de la Ley 1753 de 2015”.

Que el Artículo 35 del Decreto Ley 2363 de 2015 determinó que: “La Agencia Nacional de
Tierras asumirá, a partir del primero (1o) de enero de 2016, la ejecución del Programa de
Formalización de la Propiedad Rural (Resolución 0452 de 2012, modificada por la 181 de
2013), actualmente a cargo del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, para lo cual se
adelantarán las operaciones presupuestales y contractuales necesarias (…)”

Que el Decreto Ley 902 de 2017, en su artículo 36, le otorgó la facultad a la Agencia
Nacional de Tierras de declarar mediante acto administrativo motivado, previo cumplimiento
de los requisitos legales, la titulación de la posesión y saneamiento de la falsa tradición en
favor de quienes ejerzan posesión sobre inmuebles rurales de naturaleza privada, siempre y
cuando en el marco del Procedimiento Único de Ordenamiento Social de la Propiedad no se
presente oposición de quien alegue tener un derecho real sobre el predio correspondiente, o
quien demuestre sumariamente tener derecho de otra naturaleza sobre el predio reclamado.

Que el artículo 1 de la Resolución 20231030014576 de 17 de febrero 2023, asignó la
función de emitir los actos administrativos de titulación de la posesión y saneamiento de la
falsa tradición, conforme lo dispuesto en los artículos 36 y 37 del Decreto Ley 902 de 2017,
a la Subdirección de Seguridad Jurídica de la Dirección de Gestión Jurídica de Tierras.

Que el artículo 64 de la Constitución Política de Colombia establece que es deber del
Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores
agrarios, en forma individual o asociativa (…), con el fin de mejorar el ingreso y calidad de
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vida de los campesinos.

Que, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, a través de la Resolución No. 452 de
2010, modificada por la resolución No. 181 de 2013 crea el programa de formalización de la
propiedad rural, con el objeto de promover el acceso a la propiedad de la tierra y mejorar la
calidad de vida de los campesinos y en este sentido impulsar y coordinar acciones
encaminadas a la regularizar la tenencia individual y colectiva de los predios rurales, los
derechos de propiedad y consolidar una cultura de la formalización de la propiedad.

Que, por otro lado la Ley 1753 de 2015, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
(PND) 2014-2018 “Todos por un nuevo País", en su artículo 103 se refiere a la
Formalización de la Propiedad Rural en los siguientes términos: “Sin perjuicio de las
disposiciones propias para la titulación de baldíos o regularización de bienes fiscales, el
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o la entidad ejecutora que este determine,
gestionará y financiará de forma progresiva la formalización de tierras de naturaleza privada,
para otorgar títulos de propiedad legalmente registrados a los trabajadores agrarios y
pobladores rurales de escasos recursos que tengan la calidad de poseedores. Esta
posesión debe respetar las exigencias legales de la prescripción adquisitiva de dominio,
sucesión, saneamiento de que trata la Ley 1561 de 2012 o ratificación notarial de negocios
jurídicos, según se sea el caso.”

Que, con la entrada en vigor del decreto 2363 de 2015, La Agencia Nacional Tierras
asumirá, a partir del primero (1°) de enero de 2016, la ejecución del programa de
formalización de la propiedad rural, en tal sentido, esta autoridad será la responsable de
implementar los procedimientos y metodologías descritas en este documento y demás que
considere necesarias para ejecución del programa de formalización.

Que, el Decreto 2363 de 2015, en su artículo 18, numeral 6º, establece como una de las
funciones de la Subdirección de Sistemas de Información de Tierras, “Implementar y
administrar el Registro Único de Usuarios de la Agencia Nacional de Tierras, de conformidad
con la reglamentación que expida la entidad”.

2. ANTECEDENTES DE SOLICITUD DE FORMALIZACIÓN

Las personas que se describen en el presente acto presentaron solicitud de formalización de
predios de propiedad privada como parte del programa de formalización de la propiedad
rural adelantado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

Los predios en esta relación se encuentran ubicados en el municipio de Necoclí,
departamento de Antioquia.

CÓDIGO SIG NOMBRE CÉDULA PREDIO FMI ESTADO CÉDULA

54901000040072 ENILSA ROSA
BUSTAMANTE BALTAZAR 64559766 L 102 NO REGISTRA

CANCELADA POR
MUERTE

54908000140002 MARÍA GREGORIA
SEGURA HERNÁNDEZ 32201263

MANZANA B
LOTE 3 VILLA
LUCIA

034-3056 CANCELADA POR
MUERTE

54908000140020 MANUEL DE JESÚS
YANES CORREA 3639624

MANZANA C
LOTE 6 VILLA
LUCIA

034-3056 CANCELADA POR
MUERTE

54908000140023 BLAS OSORIO
GUERRERO 3639139 VILLA LUCIA NO REGISTRA

CANCELADA POR
MUERTE

3. DE LAS PRUEBAS RECAUDADAS EN LA ETAPA PRELIMINAR DE LA ACTUACIÓN

Se incorporaron al expediente las siguientes pruebas:

3.1 Aportadas por los solicitantes:

3.1.1 Documentales:
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1. Copia simple del documento de identificación de cada uno de los solicitantes
relacionados.
2. Solicitud con radicado SIG, presentada por cada uno de los solicitantes relacionados.

Así mismo, reposan en los respectivos expedientes administrativos los demás documentos y
soportes allegados por los solicitantes al momento de presentar la solicitud de formalización,
formando parte integral del acervo probatorio de la presente actuación.

3.2 Recaudadas oficiosamente.

1. Certificaciones emitidas por el grupo de atención e información ciudadana de la
Registraduría Nacional del Estado Civil, cuyas consultas se realizaron entre el mes de
enero, febrero y marzo de 2026, en las cuales se evidencian los estados de las cédulas de
ciudadanía relacionadas anteriormente, y se observan que las mismas se encuentran en
estado CANCELADAS POR MUERTE; dichos soportes se encuentran cargados en los
respectivos expedientes del aplicativo de rezago SIG.

2. Consultas en el módulo de fuentes externas del Sistema de Integrado de Tierras – SIT,
en aquellos asuntos que no se haya podido obtener la certificación de la Registraduría
Nacional del Estado Civil.

4. ANÁLISIS DEL CASO

4.1. CALIDAD DE LOS SOLICITANTES

De conformidad con los presupuestos legales para la formalización de la propiedad rural
descritos en el Decreto Ley 902 de 2017, es preciso evaluar si las solicitudes presentadas
por los solicitantes identificados anteriormente cumplen con los requisitos establecidos en la
normativa vigente.

En tal sentido, el primer aspecto a revisar es la calidad de los solicitantes como sujetos de
derecho y, por ende, sujetos de ordenamiento social de la propiedad rural. Sobre el
particular, el título primero, del Decreto Ley 902 de 2017, establece no solo el procedimiento
único para asuntos de formalización de predios rurales de naturaleza privada, sino que define
que el mismo aplica a todas las personas que ejerzan o pretendan ejercer derechos sobre
predios rurales en los programas para efectos de acceso a tierra o formalización.

En armonía con la premisa según la cual el ejercicio o la pretensión de reconocimiento de
derechos exige la aptitud para ejercerlos, el ordenamiento jurídico colombiano parte de la
necesidad de que la persona cuente con capacidad jurídica. Esta se entiende como la aptitud
para ser titular de derechos y obligaciones, lo que implica la posibilidad de ejercer o exigir los
primeros y de contraer los segundos de manera personal. En tal sentido, la capacidad
jurídica habilita a la persona para crear, modificar o extinguir relaciones jurídicas de forma
voluntaria y autónoma, constituyéndose en un presupuesto indispensable para la actuación
válida en el ámbito jurídico.

Bajo esta comprensión, la capacidad jurídica de la persona natural se encuentra
indisolublemente ligada a su existencia legal. Al respecto, el artículo 94 del Código Civil
Colombiano establece que dicha existencia termina con la muerte, hecho jurídico que
produce como efecto inmediato la extinción de la capacidad jurídica, en tanto cesa la aptitud
de la persona para ejercer derechos y contraer obligaciones. La disposición es clara al
señalar que “la persona termina en la muerte natural”, fijando así el límite temporal de la
capacidad jurídica.
En consecuencia, una persona fallecida carece de capacidad jurídica para adquirir derechos
reales, celebrar actos jurídicos o ser beneficiario de procesos de formalización administrativa
con el alcance definido por el decreto 902 de 2017. En un sentido apenas lógico, no es viable
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reconocer el derecho, con posterioridad al fallecimiento, por cuanto la cesación de su
existencia legal impide la conformación válida de relaciones jurídicas en su cabeza. En
efecto, el proceso de formalización de la propiedad privada tiene como finalidad el
reconocimiento de derechos reales y el saneamiento de la falsa tradición a partir de una
situación de posesión material, actual y verificable, ejercida de manera directa por el
solicitante. Dicho procedimiento se estructura sobre la constatación de actos posesorios
presentes y continuados en el tiempo, así como sobre la posibilidad jurídica del interesado de
adquirir y ejercer el derecho que se pretende reconocer.

De forma tal que, una vez acaecido el fallecimiento del solicitante, no solo se extingue su
capacidad jurídica, sino que se rompe el presupuesto mismo del proceso de formalización,
en la medida en que resulta jurídicamente inviable atribuir de manera posterior un derecho
real derivado de una posesión que ya no puede ser ejercida por su titular, ni sanear
situaciones de falsa tradición en cabeza de quien carece de existencia legal. Por ello, no es
procedente dar continuidad a actuaciones administrativas orientadas al reconocimiento del
derecho de dominio cuando el presunto beneficiario ha fallecido en el marco del trámite
administrativo.

En consonancia con lo anterior, la pérdida de la capacidad jurídica no solo tiene efectos
sustanciales, sino también procedimentales, pues el fallecimiento del solicitante tiene efectos
directos sobre su legitimación para intervenir en la actuación administrativa. En efecto, el
artículo 9 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
establece que únicamente pueden intervenir en las actuaciones administrativas las personas
que tengan capacidad legal, así: “Podrán intervenir en las actuaciones administrativas las
personas que tengan capacidad legal (…)”. Luego, el fallecimiento de la parte solicitante
comporta una pérdida sobreviniente tanto de la capacidad como de la legitimación,
configurándose una imposibilidad jurídica para continuar válidamente el trámite de
formalización en su nombre.

Desde la perspectiva procedimental, el artículo 3 ibidem consagra los principios que rigen la
función administrativa, entre ellos los de legalidad y eficacia, los cuales exigen que las
actuaciones y decisiones administrativas se profieran dentro de los límites del ordenamiento
jurídico y produzcan efectos jurídicos válidos. Bajo este análisis, la expedición de un acto
administrativo de formalización o legalización en favor de una persona fallecida no solo
desconoce la inexistencia jurídica del presunto beneficiario, sino que vulnera de manera
directa el principio de legalidad, dando lugar a un acto administrativo viciado de nulidad por
ausencia de un sujeto jurídicamente existente sobre el cual pueda recaer el reconocimiento
del derecho.

Adicionalmente, esta interpretación se encuentra plenamente respaldada por la
jurisprudencia constitucional. En efecto, la Corte Constitucional ha reiterado que la
personalidad jurídica constituye un presupuesto indispensable para la titularidad y
adquisición de derechos, de tal manera que ninguna autoridad puede reconocer derechos
subjetivos en cabeza de personas que carecen de existencia jurídica. Así lo precisó en la
Sentencia C-177 de 2014, al enfatizar que la muerte extingue la personalidad y, con ella, la
posibilidad de ser sujeto de imputación jurídica en actuaciones estatales.

En la misma línea, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección
primera, ha precisado que la muerte del titular de un derecho patrimonial impide a la
administración continuar actuaciones destinadas a su reconocimiento directo, debiendo los
interesados acudir al trámite sucesoral correspondiente para la definición de los derechos
patrimoniales involucrados. Este entendimiento, desarrollado en la sentencia del 3 de
diciembre de 2015 (Rad. 11001-03-24-000-2012-00337-00), reafirma que la actuación
administrativa no puede sustituir ni desconocer las reglas civiles sobre transmisión mortis
causa del dominio.

Finalmente, el análisis precedente no constituye un pronunciamiento sobre la titularidad
sustancial del patrimonio del solicitante ni sobre los derechos sucesorales, sino una



RESOLUCIÓN No. *202631000299906* Hoja N° 5

“Por la cual se decide no iniciar el trámite de titulación de la posesión y saneamiento
de la falsa tradición, en el marco del Procedimiento Único regulado por el Decreto Ley 902

de 2017, respecto de predios ubicados en el municipio de Necoclí, departamento de
Antioquia.”

delimitación estricta del ámbito de competencia del procedimiento administrativo de
formalización de la propiedad privada. En tanto que el fallecimiento del solicitante no supone
la extinción de su patrimonio, el cual se transmite mortis causa conforme a las reglas del
derecho civil; sin embargo, dicha circunstancia no habilita a la administración para continuar
el procedimiento de formalización iniciado en cabeza del causante, ni para sustituirlo
procesalmente por sus herederos dentro de la actuación administrativa. La transmisión del
patrimonio opera en el ámbito sucesoral y exige, como presupuesto ineludible, la definición
judicial o notarial de la sucesión, así como la partición y adjudicación de la herencia,
mediante las cuales el derecho universal se concreta en derechos singulares. Mientras ello
no ocurra, no es jurídicamente posible predicar la existencia de un sujeto determinado que
reúna las condiciones de capacidad, legitimación y posesión exigidas por el Decreto Ley 902
de 2017 para efectos del reconocimiento administrativo del derecho de dominio.

En este contexto, la Subdirección de Seguridad Jurídica actúa en estricta observancia de los
límites legales que gobiernan la definición de la titularidad, el saneamiento de la falsa
tradición y el proceso especial de formalización. Por ende, verificado el fallecimiento del
solicitante, se configura una imposibilidad jurídica sobreviniente que impide proseguir
válidamente la actuación administrativa. Así lo recogen, además, los lineamientos internos de
la entidad, los cuales disponen expresamente que dicha circunstancia constituye causal de
inviabilidad jurídica, dando lugar a la terminación y archivo del trámite.

En el presente asunto, al revisar la documentación obrante en los respectivos expedientes
SIG de los solicitantes previamente referenciados, y al verificar la vigencia de sus cédulas de
ciudadanía a través de la consulta oficial en la página web de la Registraduría Nacional del
Estado Civil, se constató que dichas identificaciones se encuentran canceladas por muerte.
Esta circunstancia acredita de manera objetiva el fallecimiento de los solicitantes y, en
consecuencia, la extinción de su capacidad jurídica, configurándose así el supuesto fáctico
que activa la imposibilidad jurídica sobreviniente ampliamente desarrollada en los apartados
anteriores.

Por lo tanto, a partir del análisis jurídico efectuado, no es viable iniciar el procedimiento
único previsto en el numeral 3 del artículo 58 del Decreto 902 del 2017, para asuntos de
formalización de predios rurales de naturaleza privada, toda vez que el fallecimiento de los
solicitantes comporta la extinción de su capacidad jurídica y la pérdida sobreviniente de su
legitimación e interés jurídico para intervenir en la actuación administrativa.

En mérito de lo expuesto, la Subdirección de Seguridad Jurídica de la Agencia Nacional de
Tierras,

RESUELVE

PRIMERO: ABSTENERSE DE DAR INICIO al trámite administrativo de formalización de la
propiedad privada rural, en el marco del Procedimiento Único previsto en el Decreto Ley 902
de 2017, respecto de las solicitudes presentadas por las personas que se relacionan a
continuación, quienes elevaron petición de formalización de predios de naturaleza privada
dentro del Programa de Formalización de la Propiedad Rural adelantado por el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural, respecto de predios ubicados en el municipio de Necoclí,
departamento de Antioquia, en razón a la imposibilidad jurídica sobreviniente derivada del
fallecimiento de los solicitantes descrita en la parte motiva de la presente decisión.

CÓDIGO SIG NOMBRE CÉDULA PREDIO FMI ESTADO CÉDULA

54901000040072 ENILSA ROSA
BUSTAMANTE BALTAZAR 64559766 L 102 NO REGISTRA

CANCELADA POR
MUERTE

54908000140002 MARÍA GREGORIA
SEGURA HERNÁNDEZ 32201263

MANZANA B
LOTE 3 VILLA
LUCIA

034-3056 CANCELADA POR
MUERTE

54908000140020 MANUEL DE JESÚS
YANES CORREA 3639624

MANZANA C
LOTE 6 VILLA
LUCIA

034-3056 CANCELADA POR
MUERTE
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54908000140023 BLAS OSORIO
GUERRERO 3639139 VILLA LUCIA NO REGISTRA

CANCELADA POR
MUERTE

SEGUNDO: PUBLICAR el presente acto administrativo en la página web de la Agencia
Nacional de Tierras, conforme al artículo 73 de la Ley 1437 del 2011.

TERCERO: PUBLICAR el presente acto administrativo en un medio masivo de comunicación
de circulación nacional o local, conforme al artículo 73 de la Ley 1437 del 2011.

CUARTO: Contra el presente acto administrativo procede recurso de reposición y en
subsidio de Apelación, los cuales deberán interponerse por escrito dentro de los diez (10)
días siguientes a la notificación, de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del
Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso administrativo.

QUINTO: Una vez agotado el término para interponer recursos, sin haberse presentado o
habiéndose negado este, se procederá al archivo de las solicitudes de formalización
identificada con los códigos SIG arriba relacionados.

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.

Dado en la ciudad de Bogotá, el 2026-05-20

JULIÁN YESID BALLEN REINA
Subdirector de Seguridad Jurídica

Agencia Nacional de Tierras

Proyectó: Mauricio Andrés Angarita Gómez - Abogado SSJ
Revisó: Johana Marcela Rodríguez Contreras - Abogada SSJ.
Aprobó: Yuli Paola Velasco Ortiz – Abogada SSJ.
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